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UNIDAD FISCAL DE DECISIÓN TEMPRANA 

Centro Judicial Monteros 

Ministerio Público Fiscal 

ufdtmonteros@mpftucuman.gob.ar 

 

 

EXTINCION DE LA ACCION POR APLICACIÓN DE CRITERIO DE 

OPORTUNIDAD – ARTICULO 27 INC 6 CODIGO PENAL PROCESAL DE 

TUCUMÁN. 

 

LEGAJO: AGUERREZ DANIEL, AGUERREZ DAVID, PASTRANA EVA S/ SU 

DENUNCIA VICT: CHAILE CARMEN DELFINA - M-003447/2021 

 

Monteros, 02 de marzo  de 2022 

          Atento a las constancias del legajo, se dicta el presente decreto, 

redactando el mismo de la manera más clara posible para la comprensión de la 

persona denunciante, de conformidad con el espíritu de los art. 11 y 83 del nuevo 

Código Procesal Penal de Tucumán – Ley 8933 (en adelante C.P.P.T) poniendo a 

disposición de la misma, el presente en formato digital y todas las constancias del 

legajo para cuando lo requiera. 

                 Se pone en conocimiento de este Ministerio Público los hechos 

denunciados por la Sra. Chaile Carmen Delfina, quien manifestó que los 

acusados la molestan cuando la misma comienza a construir en su terreno. 

Posteriormente esta Unidad Fiscal se comunicó telefónicamente con la Sra. 

Chaile, quien manifestó que el problema surge por un conflicto de propiedad 

el cual comenzó a realizar los trámites correspondientes para resolver por la 

vía civil y que por lo tanto no desea continuar la presente investigación. Por 
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lo que existiendo un expreso pedido de la victima de no continuar con el proceso, 

solicitud para que el fiscal se abstenga de ejercer la acción penal. Además se 

considera que el supuesto de hecho en cuestión  no compromete el interés de una 

niña, niño, adolescente o incapaz o que se trate de un caso de víctima en situación 

de  vulnerabilidad por violencia de género o violencia doméstica.  

 

A su vez, teniendo en cuenta el artículo 27 del Código Procesal Penal que 

establece: CRITERIOS DE OPORTUNIDAD. “Hasta la conclusión de la etapa 

preparatoria, se podrá prescindir total o parcialmente del ejercicio de la acción penal 

o limitarla a alguno de los hechos o alguna de las personas que intervinieron en el 

hecho, cuando no tuviere un acuerdo de conciliación o reparación anterior 

incumplido. En caso de una condena anterior, el fiscal y, en su caso, el juez, 

apreciaran la conveniencia de su aplicación en el caso concreto, conforme pautas 

objetivas de política de persecución criminal que se fijaren de acuerdo a la Ley 

Orgánica del Ministerio Publico Fiscal. Procederá en los casos siguientes:  

Inc. 6. Expreso pedido de la víctima para que el fiscal se abstenga de 

ejercer la acción penal. En los casos en que la víctima exprese desinterés en 

la persecución penal, salvo… (...)”. 

 

Como también, advirtiendo que la normativa vigente reconoce la 

imposibilidad de adjudicar una respuesta punitiva a todos los conflictos penales que 

ingresan al sistema, e institucionaliza los mecanismos que permiten la solución de 

los mismos por otras vías sin necesidad de llegar a un juicio. Esto con dos objetivos: 

por un lado pretende darle mayor protagonismo a la víctima en el proceso de 

solución del conflicto ante una eventual reparación, y por otro lado, permite a los 

operadores de la justicia, en especial al Ministerio Publico, orientar sus recursos 

humanos y materiales, siempre escasos, hacia aquellos que causan mayor impacto 

social. De esta manera, la racionalidad parte de tres principios fundamentales que 

inspiran al derecho penal y procesal moderno: a) en primer lugar el “principio de 

subsidiaridad” reconoce que la pena no es la respuesta adecuada a la conflictividad 



y violencia social por lo que el hecho de que ingresen casos al sistema de justicia 

penal ya constituye un fracaso de la respuesta social a los conflictos, de esta 

manera, antes de recurrir al sistema de justicia penal, deberán privilegiarse 

respuestas menos violentas; b) el segundo principio lo constituye el de “intervención 

mínima”, en el sentido que la cárcel, como respuesta central del derecho penal, 

siempre constituye un daño a la persona que la padece y por lo tanto, aun dentro 

del sistema de justicia penal, deberán utilizarse mecanismos menos dañosos; y c) 

la tercera, se refiere al “principio de lesividad” o “de exclusiva protección de bienes 

jurídicos”, es decir, que mientras no exista una afectación a los valores 

fundamentales reconocidos, la intervención punitiva será ilegitima.  

 

En base a todo lo expuesto previamente se DISPONE EXTINCION DE LA 

ACCION POR LA APLICACIÓN DEL CRITERIO DE OPORTUNIDAD POR 

PEDIDO EXPRESO DE LA VICTIMA (Art. 27 inciso 6º CPP) respecto del hecho 

denunciado en el presente caso, en mérito a las razones y fundamentos 

consignados, prescindiendo totalmente este Ministerio Público Fiscal, del ejercicio 

de la presente acción penal. 

 

Asimismo, se dispone notificar de la presente resolución enviando copia de 

la misma, en la primera oportunidad en que la víctima solicite ser informada sobre 

su denuncia y dejo constancia de que la misma puede pedir la revisión de la 

presente resolución conforme sus derechos previstos en los artículos 11, 83 y 155 

del C.P.P.T. 

 

Art. 11.- Derechos de la víctima. La víctima deberá ser informada de los 

derechos que le asisten en la primera oportunidad posible por la autoridad que 

corresponda. 

Art. 83.- Derechos de la víctima. A recibir un trato digno y respetuoso; Al 

respeto de su intimidad, A requerir, a través de los órganos competentes, medidas 

de protección para su seguridad; A ser notificada de la imposición o revocación 

de medidas de coerción previstas en los incisos 3, 4, 6, y 7 del Artículo 235; A 



intervenir en el proceso; A ser informada del resultado del proceso, A ser 

escuchada; A requerir la revisión de la desestimación, archivo o aplicación de un 

criterio de oportunidad dispuesto por el Ministerio Público Fiscal, de conformidad 

al procedimiento dispuesto y regulado en los Artículos 155 y 156; A requerir el 

inmediato reintegro de los efectos sustraídos; Cuando sea niña, niño, 

adolescente, o incapaz, se le autorizará a que, durante los actos procesales, sea 

acompañado por personas de su confianza, siempre que ello no perjudique la 

defensa del imputado o los resultados de la investigación; Cuando sea mujer 

víctima de violencia de género, a requerir la asistencia protectora y las medidas 

preventivas urgentes, previstas en la Ley Nacional N° 26.485, adherida la 

Provincia de Tucumán mediante Ley N° 8336. 

Art. 155.- Control de la decisión fiscal. Revisión de la desestimación y 

archivo. Dentro del plazo de cinco (5) días, la víctima, constituida en querellante, 

podrá solicitar al Juez la revisión de la desestimación de su querella o denuncia, 

o del archivo dispuesto por el  Fiscal. 
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